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INTRODUCCIÓN

La libertad de cátedra es una de esas expresiones yue tienen un gran

poder de evocción, que sugieren más que significan, pues hacen revivir en el
inconsciente colectivo todos los modos y tradiciones de un tiempo pasado. La

Fclibertad de cátedra» nos evoca la Universidad tradicional; la cátedra corno
púlpito desde donde el maestro explicaba los secretos de la ciencia a sus discí-

pulos; la toga; las ceremonias..., pero, sobre todo, la expresión libertad de cáte-
dra nos evoca la más alta y noble misión del profesor: la búsqueda y transmi-

sión de un conocimiento científico, la profesión de una enserianza, que no se
limita a la transmisión de conocimientos ya adquiridos sino que abarca tam-

bién la ampliación y profundización de los mismos; la elaboración y experi
mentación de nuevos datos y de nuevas doctrinas y teorías, y su exposición en

las aulas universitarias, aunque esto suponga romper con los cánones estableci
dos y pueda poner en jaque el orden científico o social preexistente. Esta ense-
ñanza, indisolublemente unida a la elaboración de la ciencia, exige, como toda

labor científica, que el investigador pueda, con toda libertad, establecer sus hi-

pótesis, defender sus tesis y exponerlas como tales y, en consecuencia, en la

Universidad, como ha reconocido en Francia el Consejo Constitucional, apor su

propia naturaleza, las funciones de enser'ranza y de investigación no sólo permi-
ten sino que exigen, en el propio interés del servicio, que la libre expresión y

la independencia del personal (docente e investigador) sean garantizadas por

las disposiciones que les son aplicables» (Decisión de 20 de enero de L984 so-

bre la Ley de enseñanza superior) (1).

(') Este trabajo constituye, sustancialmente, un resumen de mi libro La liberlad de cáte-
dra, recientemente publicado en la editorial Marcial Pons.

(°°) Universidad Nacional de Educación a Uistancia (UNED).

(1) Esta Decisión, junto a un comentario de la m isma, puede consultarse en L. Fnvo
itEU y L. PHn.tr, [.es grandes dEcisions du Consei[ Constitutionnrl, 6.• edición. Paris, Ed. Sirey,
1991, p. 581 y ss.

N^outa 6i F'du<anQn, núm. 90tl 119951, pigs. I OS I Y9 1O';



La libertad de cátedra es, por tanto, un derecho tributarío de la excelencía
de la enseñanza universitaria, y no es de extrañar por esto que sea invocado
con gran frecuencia por los profesores. Cuando se desciende, sin embargo, a la
realidad de la Universidad actual y se analizan los conflictos en los que los
profesores han esgrímido esta libertad, (a desílusíón es grande. A la libertad de
cátedra no se apela hoy, por lo general, para garantizar la independiencia y li-
bertad científica de^ la Universidad frente a los poderes públicos, sino para de-
fender los derechos, intereses o parcelas de poder del profesorado confrontado
a otros miembros de la propia comunidad universitaria. Esto no es más que la
consecuencia inevitable de la transformación que ha sufrido la enseñanza
pública superior. En la Universidad actual, dotada de plena autonomía frente
al gobierno pero altamente masificada y profesionalizada, la enseñanza suele
ser aproblemática, limitada, en el mejor de los casos, a transmitir un mínimo
de conocimientos suficiente para el ejercicio profesional, carente de energía y
de creatividad, hasta el punto de que, como ha afirmado Emilio Lledó, «lo que
hoy es importante, lo que es creativo, es la enseñanza de la líbertad, no la
libertad de enseñanza» (2).

Pero no vamos a detenernos en estas páginas en los problemas -muchos y
muy graves- que asoian hoy Ia enseñanza universitaria, pues nuestro propósito
es de más corto alcance y se limita a la esfera de lo jurídico. Lo que pretende•
mos es esbozar cuál es, en la actualidad, la naturaleza y el contenido de nuestro
ordenamiento jurídico de la libertad de cátedra, cuál es el ámbito de aplicación y
cuáles son los límites de este derecho que parece haber perdido hoy su sentido
tradicional; de qué hablamos, en definitiva, los juristas cuando hablamos de «li•
bertad de cátedra». Para ello, es preciso previamente hacer una breve referencia
al origen y la evolución histórica de este derecho, indíspensable para compren•
der su sentido y alcance en el ordenamiento jurídico actual. •

I. EL ORIGEN DE LA LIBERTAD DE CÁTEDRA EN EL SIGLO XIX
COMO GARANTÍA DE LA INDEPENDENCIA Y DE LA LIBERTAD
DE EXPRESI(SN DE LOS PROFESORES FUNCIONARIOS

La necesidad de garantizar la libertad de independencia del profesor surge
en la historia universitaria {S) en el siglo xlx, cuando los liberales culminan el

(2) Discurso pronunciado en la presentación del líbro de J. PR^FTO nE Penxo, Cu/tura,
Culturas y Constitución. (Madrid, Ed, CEC, 1992), celebrado el 29 de noviembre de 1995 en
el Congreso de los Diputados.

(8} La obra más compteta sobre la historia de las Universidades en nuestro país es la
Hútoria de las Universidades y demás establecimientos de enseñanza, de Vicente oE LA FUENTE
(Madrid, 1884•1889, 4 tomos), puesta al día con el título Hútoria de las Universédades húpáné-
tas por AJO GONZÁLFZ y SpINZ DE ZÚIVIGA, 8 tomos. Madrid, CSIC, 1954•1972, cuyo primer
tomo se dedica al Medievo y Renacimiento universitario. Sobre las fundaciones medievales
de Estudios generales en la pcnínsula, véase también Alberto J[M^NEZ LANO^, Hútoria de la
Universidad españala Madrid, Alianza Editorial, 1971.
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proceso de secularización, de traspaso del control de la enseñanza universitaria
de la Iglesia al Estado> que ya iniciaran los monarcas ilustrados del xvnl, y por
idénticas razones que éstos: junto a un afán de reformar y mejorar la institución,
los liberales decimonónicos eran conscientes del enorme poder de confrontación
social de la enseñanza y temían que las cátedras se convirtieran en tribunas
líbres contra el orden establecido. La cuestión de ta enseñanza, decía Gi1 de
Zárate, inspirador del Plan General de Estudios de 1845, «es cuestión de poder.
No se concibe que exista un gobierno bien organizado que no tome a su cargo
la instrucción pública» (4).

Este proceso de sometimiento de la enseñanza al control estatal, como coro-
lario de su concepción como una función pública a la que el Estado no puede re-
nunciar, va a alterar profundamente las características sóciales de la Universidad
y, en especial, de sus profesores. En el siglo xtx tiene lugar la burocratización del
status profesoral, hasta entonces independiente del poder central: el Plan Pidal
de 1845 y la Ley Moyano de 1857 consagran definitivamente a los catedráticos
c.omo funcionarios públicos, pertenecientes a un cuerpo único, seleccionados por
oposición con carácter vitalicio, con unos ascensos reglados y con un sueldo fijo.

Desde un principio resultó patente, sín embargo, la contradicción existente
entre el estatuto de funcionario, que conllevaba en el siglo x^x la total subor-
dinación a la autoridad administrativa, con los imperativos de cualificación, au-
tonomía y libertad científica propios de la actividad docente. Ya en el liberalis-
mo gaditano se reconoce esta necesidad y se le garantiza al catedrático la inde-
pendencia que resulta del acceso por opdsición y del principio de inamovilidad
en el cacgo. Pero estas garantías, que reiterarán en mayor o menor medida los
sucesivos gobiernos liberales, tenían un carácter más retórico que real, pues
iban acompañadas de injerencias y controles de los poderes públicos en la me-
todología y el contenido ideológico de la enseñanza impartida, y no suponían,
en realidad, ningún obstáculo para la remoción de los profesores por el gobier-
no, dada la amplitud y discrecionalidad con que se concebían las causas de se-
paración. Esto generó ta lucha por una auténtica independencia de los profeso-
res universitaiios én las denominadas «cuestiones universitarias» de finales del
diecinueve, en las que los catedráticos progresistas esgrimieron frente a los
controles y censuras de los moderados las ideas krausistas sobre la «libertad de
la ciencia» y la «independencia en su magisterio de su profesorado», viéndose
por esto expedientados y privados de sus cátedras (5). La auténtica victoriosa
de las «cuestiones universitarias» fue, sin embargo, la libertad de expresión e
indepenclencía del profesor uníversítarío, y la famosa Circular del Ministerio
Albareda, de 2 de marzo de 1881, por la que se restablecieron en sus puestos a
los profesores destituidos, suspensos y dimisionarios, marca el inicio de su con-

(4) De la Ins!rucción Pública en F'sparia, S tomos. Madrid, I A55, tomo I, cahítulo VII.
(5) Véase el minucioso relaro cíe las ucuestiones universitarias» <lue realiza V. Cnc.t^o

Víu, L.a /ns^i^ución /,ibre rfe F_nserianza L Or:^ertes y elapa univerrilaria (l860-1881). Madrid, Ed.
Rialp, 1962.
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solidación como una conquista 1"iberal irreversible. La Circular, como diría el
propio ministro Albareda en las Cortes, cdeclaraba que el texto era elegido
por el catedrático y que el catedrático era yuien hacía el programa, teniendo
además una perfecfa y absoluta libertad de acción en la explicación de sus doc-
trinas; porque los fundamentos de la sociedad estaban suficientemente garanti-
zados por la ley penal» (6).

A partir de entonces van a adquirir un profundo arraigo en la conciencia so-
cial los «sagrados derechos de la cátedra» o«fueros de la cátedra», en virtud de
los cuales, como decía una Real Orden de Romanones, de 21 de marzo de 1901;
reafirmando la vigencia de la Circular Albaredq «al catedrático en el ejercicio de
su nobilisimo cargo no se le pueden serialar otros límites, aparte de los impues-
tos por ía propia conciencia en el cumplimiento del deber, que los que marca a
todos los ciudadanos el ejercicio del derecho». El profesor quedaba, de esta for-
ma, sustraído de todo control, censura o sanción disciplinaria que no hallase su
justificación en la comisión de un delito cástigado por el derecho común, lo que
le otorgaba un status privilegiado respecto del resto de los funcionarios, someti•
dos a un rígido control y Censura del Gobierno, que podía libremente nombrar-
los y destituirlos a través de la conocida institución de las «cesantías».

Tras el paréntesis que supuso la dictadura de Primo de Rivera, la libertad del
profesor será reconocida y elevada a rango constitucional en el artículo 48 de la
Constitución de 1991. Por vez primera se emplea en este precepto la expresión
de «libertad de cátedra)>, y con ella se designa la libertad del titular de la ĉátedra
oficial en el ejercicio de su función tal como había sido reconocida por la ya
mencionada Circular Albareda «La libertad de cátedra -diría el señor Alas en los
debates de las Cortes Constituyentes-, es un problema que se plantea al profesor
oficial, que siendo funcionario público necesita esa libertad y que se le garantice
de un modo especiab) (7).

La libertad de cátedra así configurada en su origen histórico, supone, por
tanto, que el profesor, a pesar de su condición de funcionario, goza de plena li•
bertad e independencia en el ejercicio de su función como exigencia derivada de
la libertad de la ciencia, lo que le confiere un status especial caracterizado Por la
inviolabilidad, esto es, por su sustracción a todo control jerárquico, ideológico 0
bien del contenido o bien del método de la enseñanza por parte de la autoridad
administrativa, no pudiéndose imponer otros límites a la libre explicación de sus
doctrinas que los que marca el derecho común para todos los ciudadanos. Muy
expresivas resultan en este sentido las palabras de Fernando de Castro, pronun-
ciadas con motivo de la apertura del curso académico en la Universidad Central,
tras el triunfo de la Revolución del 68 (8):

(6) Diario de Sesianes del Congreso, 14 de febrero de 1885, p. 2272.
(7) Diario de Sesiones de las Cortes Constituyentes, 59, día 20 de octubre dr 1931, p. 21.
(8) Puede consultarse en Hútoria de ln Educación en España^ textos y dorun^en!os, obra edi-

ia<la por el Ministerio de Educación y Ciencia, 2.' edición. Madrid, 19x^i, VUI. II, p. .518
c ,^.
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cHasta hoy, señores, encre nosotros, apartados del movimiento general de
la cultura europea, era considerada la enseñanza puramente como un ramo
de la administración, y la Universidad como una dependencia más, servida por
una clase especial de funcionarios (...). Una centralización exorbitante había he•
cho del maestro, como del sacerdote, un empleado. De aquí el régimen cen-
tralizador de la instrucción pública, la oposición a la enseñanza libre, la falta
de vida e iniciativas propias en todas las instituciones docentes, la reglamenta-
ción con sus programas y sus libros de texto, el modo exterior, ceremonioso y
mecánico, de llenar sus funciones académicas el profesor. (...). De hoy más, la
Ciencia y la Enseñanza, elevadas a poder y sociedad fundamental, serán tan so-
beranas en su esfera como la Igiesia y el Estado en las suyas (...). Independien-
te la Universidad en la organización interna de sus funciones, declarada campo
neutral, donde planten bandera todas las escuelas y todas las teorías; invioláble
el profesor en la expresión de su pensamiento bajo la salvaguardia de su dig•
nidad científica y de su conciencia moral, habrá de mandarnos la razón, no la
arbitrariedad; el derecho, no la fuerza.»

La libertad de cátedra aparece así, junto con la independencia de la Universi•
dad, como una exigencia para el progreso de la ciencia y la cultura. Este dere•
cho alcanzará un profundo arraigo en la tradición universitaria, que la hará ser
respetada, incluso, durante la dictadura franquista, pues si bien en la segunda
mitad del régimen los campus de las Universidades se convirtieron en focos de
subversión política y fueron por ello objeto de control y represión policiai, los
profesores rara vez fueron molestados en sus explicaciones y la cátedra fue utili•
zada con frecuencia como tribuna política (9).

II. LA NUEVA CONFIGURACIÓN DE LA LIBERTAD DE CÁTEDRA
EN EL ACTUAL SISTEMA JURÍDICO•CONSTITUCIONAL

Cuando el legislador constituyente de 1978 incorporó el reconocimiento de
la /ibertad de cátedra en^ el precepto dedicado a la libertad de expresión, era
consciente del signiFicado tradicional de este derecho como libertad e indepen-
dencia del catedrático de la enseñanza universitaria. Así se deduce del análisis
de los debates constituyentes, aunyue en los mismos se manifiesta también un
cierto consenso sobre las necesidades de ampliar el ámbito de garantía del
derecho (10).

(9) Esto permítía hablar a la doctrina del reconocimiento de /acto de la independencia
y libertad del profrsor en el ejercicio de su función docente, de la vigencia del principio de
libertad de cátedra, aunque apoyado estr principio, como decía Lucns VEttDti, amás bien
rn la tradicicín universitaria, en usos académicos, antes yue en el Derecho positivo vigen
te» (voz eQ.ibertad de cátedra», en Nrser^a F.nciclopedia,Jurídica. Barcelona, F.d. Seix.

(10) Véase la exposición cíe los debates parlamentarios relativos a la libertad de cáte

dra en el desarrollo del proceso legislativo constitucional en nuestra obra /. a libertad de cá-
l^^dra, op. cit., p. 104 y ss.

l07



Ciertamente aunque reconocida con su expresión tradicional, era evidente
que la libertad intelectual de los profesores no podía tener hoy el mismo sentido
que en su origen histórico. Actualmente la condición funcionarial constituye más
una garantía de independencia que una sujeción frente a los poderes públicos, y
en el actual régimerl de libertades a nadie se le ocurriría molestar al profesor en
su cátedra por razones ideológicas y, mucho menos, pretender que, por su condi•
ción funcionarial, no pudiese expresar Gbremente su opinión fuera de las aulas.
Son cosas que en una democracia no se conciben, y hubiera bastado para conju-
rarlas con el reconocimiento general de la libertad ideológica y de expresión
que realizan los artículos 16 y 20 de la Constitución.

De esta forma, en el seno de un Estado pluralista que no amenaza sino que
favorete la liberad y la diversidad ideológica, la libertad de cátedra, como el res•
to de las libertades públicas, pierde parte de su sentido tradicional como derecho
de defensa frente a los poderes públicos, pero adquiere, en cambio, una nueya
dimensión como un bien jurídico o norma objetiva de valor que demanda apG-
cación en todos los ámbitos del derecho. Los derechos fundamentales, ha dicho
el Tribunal Constitucional, poseen hoy el doble carácter de derechos individuales
y de «componentes estructurales básicos, tanto del conjunto del ordenamiento
juridico objetivo como de cada una de las ramas que lo integran, en razón de
que son la expresión de un sistema de valores que, por decisión del Constituyen-
te, ha de informar el conjunto de la organización jurídica o política; son, en fin,
como dice el artículo 10 de la Constitución, el fundamento del orden político y
de la paz social» (Sentencia de 11 de abril de 1985).

Esta dimensión institucional u objetiva de la libertad de cátedra va a conlle^
var una modificación sustancial del contenido del derecho, con un doble efecio
en direcciones distintas: se amplía, por un lado, el ámbito de ^ctuación y de tute•
la del derecho y se condiciona o limita, por otro, su componetite subjetivo tradi-
cional. Por obra de este proceso, que llevan a cabo el Tribunal Constitucional y
el legislador en su labor de concretización del derecho fundamental y que toda•
vía está en marcha, la liberad de cátedra va a ir modificando su configuración
tradicional en la Universidad y dará lugar, en los niveles inferiores de enseñanza,
a un nucvo derecho, que poco o nada tiene que ver con la concepción decimo-
nónica de la independencia y libertad de expresión del profesorado.

III. LA LIBERTAD DE CÁTEDRA EN LA ENSEÑANZA PÚBLICA
UNIVERSITARIA

1. La liberlad de cátedra como principio de ordenación de la enser"tanza pública superior

En la Universidad, a la libertad de cátedra se le reconoce hoy una impor•
tante dimensión objetiva, como norma objetiva de valor, en cuanto su recono
cimiento garantiza el libre cultivo y transmisión de la ciencia que constituye la
razón de ser de esta institución. La Ley de Reforma Universitaria se refiere, en
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este sentido, al principio de ^la libertad académicai en el que hallan su funda-
mento «la actividad de la Universidad, así como su autonomía» y que se mani-
fiesta, dice, «en las l^értades de cátedra, de investigación y de estudio». La Ley
singulariza así, con este término, la libertad y la independencia que deben re-
gir la actividad de la Universidad, dada la especialidad de este servicio público,
cuya función es, como ha puesto de relieve García de Enterría:

«... la formación de los profesionales y científicos superiores, pero dentro de la
enseñanza constantemente puesta en cuestión ella misma, abierta a la investiga•
ción y al cambio permanentes, plural y no dogmática, unida, por tanto, inescin-
diblemente a la elaboración de la ciencia» (11).

Esta dimensión institucional de la libertad de cátedra configura este dere-
cho como un principio de ordenación de los ámbitos vitales a los que se refie-
re, asignando a los poderes públicos un deber-habilitación para que garanticen
la plenitud de su ejercicio. Como afirmara López Pina en el proceso consti-
tuyente, «más que de defensa de la libertad de cátedra frente a un Estado auto-
ritario, el problema hoy es de creación de las condiciones estructurales de la li-
bertadu (12). La liberad de cátedra impone en este sentido a los poderes públi-
cos la adopción de un modelo de Universidad que preserve este derecho de in•
jerencias externas, lo que en nuestro actual sistema jurídico-constitucional se
consigue mediante la garantía de la autonomía universitaria, expresamente re-
conocid^ por el artículo 27.10 de la Constitución. Pero, además, de la dimen•
sión institucional u objetiva de la libertad de cátedra se deriva un correlato or-
ganizativo que opera ad intra, en la propia configuración de la estructura y el
funcionamiento de la Universidad, a fin de preservar también el derecho de
los profesores frente a posibles injerencias provenientes de otros miembros de
la comunidad universitaria.

Esta incidenciá de la libertad de cátedra en la organización de la Universi•
dad, que ha llevado en Alemania al Tribunal Constitucional Federal a declarar
que los profesores han de tener una ceinfluencia determinante» (massgeóender
Einfluss) en la adopción por los órganos universitarios de decisiones que afec-
ten de forma inmediata a la docencia y a la investigación (18), ha sido recono-
cida por nuestro Tribunal Constitucional en las Sentencias 217 / 1992, de 1 de
diciembre y 21 / 1993, de 28 de junio. En ellas, el Tribunal comienza por afir-

(I1) «La autonomía universitaria», en Revúta Española de Uerecho Adminútralivo, 117, p. 7
y ss. (pp. 11 y 12).

(12) Diario de Sesiunes del Senadu, 43, de 24 de agosto de 1978, p. 1850.
( l3) Así lo ha declarado la Sentencia del Tribunal Constitucional de Karlsruhe sobre la

cogestión universitaria y la libertad científica (Sentencia de 29 dr mayo de 1973, BVerfCf,
35, p. 79 y ss.). Véase la exposición y el cornentario de esta Sentencia por J. L. CARRO, Po-
lémica y reforma universitaria en Alemania. Madrid, Ed. Civitas, 1976, p. 89 y ss.
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mar el carácter de derecho de libertad individual de la libertad de cátedra (14),
pero reconoce acto seguido que esta libertad no se limita a establecer un ámbi-
to de competencias negativas o delimitaciones relativas al obrar de los poderes
públicos, al afirmar que la «dimensión personal de la libertad de cátedra, confi-
gurada como derecho de cada docente, presupone y precisa, no obstante, de una or-
ganización de la docencia y de la inpestigación que la haga posible y la garantice». Se
está reconociendo, dé esta forma, la dimensión institucional u objetiva de la li-
berta de cátedra, en virtud de la cual, la libertad individual requiere, como de-
cía Háberle, ecde las circunstancias vitales garantizadas institucionalmente, del
lado institucional de los derechos fundamentales, así como de los complejos
normativos que los enriquecen, que les dan dirección y medida, seguridad y
amparo, contenido y función» (15).

El derecho a la libertad de cátedra no se limita, por tanto, a establecer un
ámbito de competencias negativas o delimitaciones relativas al obrar de los po•
deres públicos, sino que se configura también como una norma objetiva de valor
que constituye un principio de ordenación de todos los ámbitos vitales a los que
afecta y que implica a los poderes p»blicos en su plena realización.

Los poderes públicos tienen que realizar, por consiguiente, una acción positi-
va, removiendo los obstáculós que se opongan al ejercicio del derecho. Así lo
han reconocido nuestros tribunales en relación al mayor impedimento que
puede oponerse al ejercicio de la libertad de cátedra: la privación al profesor,
legítimamente designado como tal, de la actividad docente que constituye el
cauce para el desarrollo del derecho. La Sentencia de la Sala de lo Contencio•
so-Administrativo de la Audiencia Territorial de Sevilla, de 28 de diciembre
de 1988, ha declarado en este sentido que «la libertad docente del prófesor
universitario queda vulnerada no sólo cuando se pretende de alguna manera,
imponer a su docencia una orientación ideológica determinada (contenido
negativo o reaccional), sino también cuando se le impide la misma posibilidad
de la docencia (contenido positivob^, y«no cabe duda que la falta de asignación
de docencia implica -al margen de un despilfarro de recursos públicos- la in-
terposición de un obstáculo legítimo al ejercicio de tal libertad» (en el mismo

(14) El TC precisa el significado de esta dimensión personal del derecho en los siguien-
tes términos:

a...la libertad de cátedra, en cuanto libertad individual del docente, es en primer lugar y funda
mentalmente, u^a proyección de la libertad ideológica y del derecho a difundir libremente los
pensamientos, ideas y opiniones de los docentes en el ejercicio de su función. Consiste, por tanto,
en la posibilidad de expresar las ideas o convicciones 9ue cada profesor asume como propías en
relación a la materia objeto de su enseáanza, presentando de este modo un contenido, no exdusi
vamente, pero sí, predominantemente negativo.»

(l5) Aie Wesensgehaltsgarantie des ARt. 19 Abs.2 Grundgesetz, 1962, p. 98 y s. (tomo la cita
de BCSCKENFCIRDE, aTeoría e interpretación de los derechos fundamentales», en Escritos sobre
Derechos fundamentales, traducción de Juan Luis Requejo Pagés e Ignacio Villaverde Menén-
dez. Baden-Baden, Ed. Nomos VerlagsgesellschaR, 1993, p. 58).

110



sentído, véase la Sentencia de Ia Audiencia Territorial de Biibao, de 4 de
septiembre de 1985, núm. :i50).

De la afirmación de la dimensión institucional de la libertad de cátedra se
deriva, además, necesariamente, el reconocimiento de un correlato organizativo
de este derecho, debiendo superarse la concepción de la libertad de cácedra como
un derecho puramente reaccional o de defensa que luce aún en algún pronun-
ciamiento del Tribunal Supremo negador de su posible trascendencia en la or-
ganización universitaria (16).

En la Sentencia 21 / 1998, de 48 de junio, el Tribunal Constitucional ha veni-
do a confirmar el correlato organizativo de la libertad de cátedra, al declarar
que este derecho ^induye [a participación de los profesores en los drganos de Gobierno
de la Universidadr (17). E incluye también, aunque el Tribunal Constitucional no
lo haya afirmado expresamente, una participación determinante o decisiva en
aquellas cuestiones que afecten directamente al ámbito académico, tal como lo
ha reconocido, como se ha señalado, el Tribunal Constitucional Federal ale-
mán. Hay que señalar, además, que la primacía de los profesores en la adop-

(16) Puede citarse, en esce sentido, la STS de 12 de 'rylio de 1984 (RA 8195), por la que
el Tribunal Supremo resolvió el recurso de apelación interpuesto por la aAsoeiación de
Catedrácicos y Profesores Agregados Numerarios» de la Univtrsidad de Córdoba, contra la
Sencencia de la Audiencia Territorial de Sevillá, que confirmando las resoluciones dictadas
por la Junta de Gobierno de la citada Universidad y por el Rector, mantuvo la composi•
ción dcl•Claustro Constituyente de la mencionada Universidad por estimar que la misma
no vulneraba los derechos conscitucionales de igualdad y de Gbertad de cátedra como pre•
tendlan los recurrentes (alegaban éstos que, dada su composición, las atribuciones resoluti-
vas del Claustro podían esperar del control del conjunco de los profesores numerarios y
que ello suponía una vulneración de los derechos mencionados).

EI Tribunal Supremo confirmó este pronunciamiento y declaró, por lo que aquí nos in-
teresa, que la composición del Claustro Constituyente no era susceptible de vulnerar cl dc
recho a la libertad de cáredra de los profesores, aporque su manifestación más genuina se
exterioriza a traVEs d'"e la enseñanza, no como expresión de la composición del «Claustro
Constituyenteu como drgano de gestión».

(17) Por esta Sentencia se desestimó el recurso interpuesto por un profesor contr•a el
Acuerdo de la Comisión Electoral de la Universidad de Valladolid que le denegó la condi•
ción de elector y elegible en las elecciones a representantes de catedráticos en la Junta de
la Facultad y concra la Sentencia del Tribunal Supremo que confirmó la legalidad de dicho
acuerdo (Sentencia de 7 de febrero de 1990). Frente a la resolución administrativa que le
denegó el voto, el recurrente alegaba la violación, encre otros derechos, de la Gbertad de
cátedra reconocida por el artículo 20.1, c) de la Constitución. EI Tribunal Constitucional,
tras reiterar la doctrina sencada en la Sentencia 217 / 1992, en virtud de la cual, como se
ha expuesto, ala dimensión individual de la libertad de cátedra presupone y precisa de una
organización de la docencia y de la investigación que la haga posible y la garancicen, reco-
noce que «Ello incluye la participación de los profesores en los órganos de Gobierno de la
Universidad^,, aunque «no implica, sin ernbargo, que todo profesor universitario pueda exi^
gir, al margen de los requisitos que establezcan las leyes, la participación en los órganos
universicariosn, por lo que considera que el derecho a la libertad de r.átedra no se ve cues-
tionado en el supuesto que se le plantea.
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ción de las decisiones que afecten a la investigación y a la docencia constituye,
junto a una garantía de la libertad de cátedra, un correlato necesario de la respon-
sabilidad que asumen en estas tareas, y encuentra en cuanto tal reconocimiento en
la LRU, cuyo artículo 4.^ sanciona la regla de ponderación de la participación
de los distintos sectores de la comunidad universitaria en el gobierno de la
Universidad, de acuerdo con las funciones que desempeñan en la consecución
de los fines de la institución (18). En este sentido, una adecuada ponderación
del voto en los Consejos de Departamentos exige no sólo que el sector del pro-
fesorado ostente una representación mayoritaria sino también que, al menos
enlas decisiones que afectan directamente a la enseñanza o a la investigación,
sean los profesores dotados de plena capacidad docente e investigadora y que
asumen por ello la responsabilidad de estas tareas, quienes ostenten un voto
determinante (19). ^

Según todo lo expuesto, hemos de con ĉluir que la garantía de la libertad
de cátedra, en cuanto norma objetiva de valor, impone en la enseñanza supe•
rior que la libertad e independencia de los profesores en el ejercicio de su
función se asegure tanto frente a injerencias extrañas a la Universidad -lo que
se consigue garantizando plenamente la autonomía universitaria-, como frente

(18) Las Universidades, dice este precepto, ase organizarán de forma que en su gobier•
no y en el de sus centros quede asegurada la representación de los diferentes sectores de
la comunidad universitaria, de' acuerdo con las funciones que n cada uno de e(los conespondan en
relación con las señaladas en el artículo 1.• de la presente ley (...b^.

La participación mayoritaria de los profesores se encuentra, además, expresamente
consagrada en la Ley para el máximo órgano represencativo de la comunidad universi-
taria, el Claustro Universitario, pues si bien el artículo 15.2 de la LRU remite la determi-
nación de su composición y funciones a los Estatutos de las Universidades, no por ello
deja de incluir una exigencia mínima: que los profesores representen en dicho órgano,
al menos, las tres quintas partes del tocal de sus miembros.

(19) Hay que señalar en este sentido, que aunque todos los Estatutos de las Universi•
dades garantizan que el sector del profesorado ostente una representación mayoritaria
en el Consejo de Departamento, estableciendo por regla general un tanto por ciento
máximo de representación en el mismo de los demás sectores representados, son pocos
los que aseguran un voto determinante a los profesores dotados de plena capacidad do
cente e investigadora. Como ejemplo de buena ponderación de los votos pueden citarse
los Estatutos de la Universidad de Valladolid (aprobados por Real Decreto 1286/ 1985,
de 26 de junio), que garantizan que la participación mayoritaria corresponda a los profe-
sores con plena capacidad docente, catedráticos y titulares, en virtud de lo establecido
en su artículo 88:

«Los sectores representados en el Consejo de Departamento son los Profesores, los Ayudantes,
los estudiantes y el personal de administración y servicios. Los Catedráticos y Profesores timlares
del Departamento constituirán el 60 por 100 del Consejo de Departamento, un 10 por ]00 estará
constituido por representantes de Ayudantes y transitoriamente por Profesores no numerarios, si
los hubiere. EI 80 por ]00 restante estará constituido ]wr representantes de los estudiantes. (..J
Además formará parte del Consejo de Departamento un representante de administración y servi
cios funcionario, y otro del personal laboral 9ue preste sus servicios en el Departamento, si los
hubiereu.
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a los demás miembros de la comunidad universitaria (alumnos y personal de
administración y servicios), reconociendo la participación de los profesores en
los órganos de gobierno de la Universidad y el carácter determinante o decisi-
vo de dicha participación cuando se trate de la adopción de decisiones con
influencia directa en la función docente y qua delimitan, por tanto, el ámbito
de ejercicio de la libertad.

2. Los límites de la libertad de cátedra derivados de las competencias de la Universidaa^
en uso de su autonomía, para organizar y disciplinar la docencia

La garantía de la libertad de cátedra en cuanto norma objetiva de valor deri•
vada de su dimensión institucional incide, por tanto, como se ha visto, en la con-
figuración de la estructura y el funcionamiento de la Universidad y puede, por
consiguiente, entrar .en conflicto con las competencias de organización de la do-
cencia que se reconocen a las Universidades en uso de su autonomía, por lo que
la libertad de cátedra constituye, como afirma el Preámbulo de la LRU, el «fun-
damenco, pero también límite de la autonomía de las Universidades».

La autonomía de las Universidades y la libertad de cátedra son, en conse-
cuencia, dos derechos que se complementan -en cuanto, como afirma el Tribu•
nal Constituĉional en la Sentencia 26/ 1987, «ambas sirven para detimitar ese "es-
pacio de libertad intclectual" sin el cual no es posible "la creación, desarrollo,
transmisión,y crítica de la ciencia, de la técnica y de la cultura" [art. 1.2, a) de la
LRUb>-pero que también se limitan recíprocamente.

De esta fdrma, la libertad de cátedra incide en la organización de la Univer-
sidad y, a la vez, se ve limitada por las competencias de organización de la
enserianza que corresponden a los paderes públicos y, entre ellos, a las Univer^
sidades, en uso de la autonomía que se les reconoce. Así ha venido a recono^
cerlo el Tribunal Constitucional en la Sentencia 217 / 1992, de 1 de diciembre,
en la que afirma:

«.., aunque la organización y el funcionamiento de las Universidades constituya
la base y la garantía de la libertad de cátedra (ATC 42/ 1992), esto no significa
que los centros docentes queden desapoderados de las competencias legalmente
reconocidas para disciplinar la organización de la docencia (ATC 45 7/ 1989) y
9ue no puedan regular la prestación del servicio público de la educación supe^
rior del modo que juzguen más adecuado (ATC 817 / 1985), siempre que respe^
ten, claro está, el contenido esencial de la referida libertad de cátedra.»

La libertad de cátedra no puede por ello concebirse como un derecho nega^
dor de toda intervención de los poderes públicos en la función docente, no
puede, como ha dicho el Tribunal Constitucional, identiflcarse «con el derecho
de su titular a autorregular íntegramente y por sí mismo la función docente en
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todos sus aspectos, al margen y con total independencia de los criterios organiza
tivos de la dirección del centro universitario» (ATC 457 / 1989, STC 217 / 1992).

Todavía son muchos, sin embargo, los que entienden así la libertad de cáte-
dra, lo que encuentra su explicación en el origen histórico del derecho. En el
siglo xlx, la libertad del profesor en el método y la organización de la enseñan•
za constituía un presupuesto para la libertad ideológica, en el seno de una
Universídad sometída dírectamente al control del Gobierno. La imposición es-
tatal de los programas fue, en este sentido, uno de los métodos utilizados por
los gobiernos decimonónicos para controlar la función docente, pues, como de•
cía en 1876 Colmeiro, «con libros de texto y programas oficiales, el Gobierno
es quien enseña y los maestros sólo llevan su voz en las aulas» (20). Por ello, la
lucha de los krausistas por la libertad de la ciencia pasó por la defensa de la
libertad en el método, la libre determinación por el docente de los textos y del
programa con arreglo a los cuales impartir su asignatura.

La libertad de cátedra se configura así, en la tradición universitaria, como
una «ilimitada capacidad docente» en virtud de la cual, el profesor es libre para
determinar el contenido y el método de la enseñanza. Como dice el profesor
Alejandro Nieto, «se considera que, libre de todo control, el catedrático puede
orientar sus explicaciones con arreglo a sus propios criterios científicos y políti-
cos»; acada catedrático puede -por decirlo castizamente- explicar lo que le dé la
gana» (21). Esta concepción, podríamos decir maxima/ista de la libertad de cáte-
dra, se encuentra aún muy arraigada en la conciencia universitaria y se ha plas-
mado incluso en algún fallo del Tribunal Supremo (22), pero resulta> sin em.bar^
go, incompatible con las necesidades actuales de coordinación y organización de
la enseñanza y ha sido causa, no desdeñable, de las disfúnciones e insuficiencias
de que adolece la enseñanza universitaria, pues ante el espectacular aumento del
saber humano de nuestra época, los estudios deben estar perfectamente estruc-
turados para poder transmitir a los alumnos un conocímíento mínimo de la
ciencia de que se trate (2S).

(20) Derrcho Adminishalivo Espaitol, 4.• edición. Madrid, 1876, p. 512.

(2U La lribu universitaria Madrid, Ed. Tecnos, 1984, pp. 116 y 117.

(22) Así, en la Scntericia de 29 de octubre de 1990, en la que se afirma que el «amplio
contenido positivo en el nivel educativo superior» del derecho a la libertad de cátedra al
due se refiere el Tribunal Constitucional en la Sentencia 5/ 1981, «comprende la plena ca-
pacidad docente e investigadora y, en consecuencia, la confección ll>or el profesor) de su
propio pro8rama de la asignatura, la designación o elaboración del material didáctico
correspondiente, la indicación de las orientacionrs bibliográficas y la autonomía en la eva
luación de los alumnos».

(28) Como ha afirmado el recirntemente desaparecido maestro e irrvestigador GttnNUF
Cov^Átv a propósito de los estudios de Medicina, auténticarnente Jesbordados por el procli
giaso aumento de los cvnorirniemos médicos y de los de las cirncias exprrirnentales dur

Ies sirvrn dr base, aunyur la l.ehrfreiheril debe ser rrspetada sin duda alguna, «la total inde-
pendenria entre las distintas disciplinas de una canera universitaria, yue existía en mi élxr
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La concepción maximalista del contenido de la libertad de cátedra carece ade^
tnás de justificación en una Universidad dotada de autonomía frente al Gobierno
y en la que se garantizan las condiciones para el ejercicio efectivo del derecho.
La libertad de cátedra tiene hoy, como se ha señalado, un correlato organizativo
que se deriva de su dimensión o componente institucional y que garantiza el
ejercicio efectivo del derecho, pero de este componente objetivo se deriva
también, al propio tiempo, un límite al ejercicio individual del derecho subjetivo
que comporta.

En efecto, junto a una ampliación de su ámbito de actuación, el reco•
nocimiento de la dimensión institucional de los derechos fundamentales puede
conllevar también, como «la otra cara de la misma moneda», ciertos límites a su
ejercicio individual, esto es, a su componente subjetivo, a fin de preservar el fin,
público que el de'recho persigue, así como una mayor incidencia del legislador
en la configuración del régimen de los mismos, necesaria para lograr su plena
efectividad social. Como señala en Alemania Bóckenfórde a propósito de esta
concepción institucional de los derechos fundamentales:

cLa libertad de los derechos fundamentales no es ya necesariamente una li•
bertad sin más como en la teoría liberal de los derechos fundamentales; es una
libertad orientada a determinados intereses, concretamente a la realización del
sentido objetivo institucional de la garantía de la libertad (...A> (24).

En el cáso de la libertad de cátedra, este derecho se ve, por tanto, limitado,
además de por el ámbito específlco en el que se ejerce -en cuanto libertad do-
cente-, por su funcionalidad al servicio de la enseñanza y del libre desarrollo y
transmisión de la ciencia. La libertad de cátedra no es sinónimo de libertad «de
enseñaru, sino de libertad de expresión ^en el ejercicio de !a enseñanzar, y es por
ello por lo que, en la acertada precisión de Rudolf Smend, la libertad de ense^
ñar no ha significadc+ nunca ni puede significar libertad de no enseñar, a diferen•
cia de los tradicionales derechos de libertad (la libertad de asociación incluye
también la libertad de no asociarse, la libertad religiosa la de no tener religión
alguna) (25). La función docente, que se conFigura como un seruicio público en
cuanto se trata de una actividad de relevante interés general, por cuya consecu•

ca de estudiante es inadmisible en estos momeneus. Fa hreciso que las disciplinas yue inte-

gran el 1>lan de estudios guarden un cierto eyuilibrio y estén cuidadosamente coordinadas,

con objeto cie evitar omisiones y reí>eticionesu (Uiscurso leído en el Ac to de Investidura
como doctor Honoris crtu±a de la Universidad de Valladolid, junto a los catedráticos don

José Gircín Tena y don Educardo Carcía de Entrrría, celebradu el día ^3 de junio de 1992,

y{^ublicado cl mismo aáo {>or la Univrrsidad de Valladolid.

(X4) uTeoría e inter{^rrtacicín dc los derechos fiindatnentalesu, en Facritos snbrr dr^PChn-^
^itredamen!ales, op. ci!., {r{^. 54 y ^i5.

('L.5) aDas Rrcht der lirien Meinungsdusserungu, en Vrrr;(^rndichungen drr Vesrii^ii^^K^nig
der detilschrn ,Staa<.trrchlstrhn•r, 192R, 1^. 68.
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ción han de velar los poderes públicos mediante una reglamentación y un con
trol de la misma, delimita, por consiguiente, el derecho a la libertad de cátedra,
restringiendo su titularidad a los profesionales de la docencia y encauzando su ejercicio,
que no comprende ni la libertad de no enseñar, ni la libertad de expresar ideas completa-
mente ajenas al contenido de la enseñanza

Como señala Pototsching en Italia, desde el momento en que se admite que
el profesor tiene el deber de enseñar, «no cabe duda de que la enseñanza debe
regularse de tal modo que no se viole la libertad, pero que se garantice al mis-
mo tiempo que ésta no se traduzca en una falta de enseñanza» (26). Es por esto
por lo que, como ha señalado Embid Irujo, la libertad de cátedra no significa «la
autorregulación de la función docente en el sentido de fijación de horarios, lugar
de explicación o falta de sujeción a un plan correctamente establecido», aunque
«sí que puede ser un límite que indique o vede el posible contenido de las nor-
mas configuradoras de la función docente» (27).

El ejercicio de la libertad de cátedra se ve hoy, por tanto, condícíonado por
el conjunto de competencias atribuidas por el legislador a los poderes públicos
a fin de garantizar, mediante una adecuada organización y programación gene-
ral de la docencia, el cumplimiento de los fines educativos de la enseñanza uni-
versitaria. EI Tribunal Constitucional ha declarado, en este sentido, que «si
bien el servicio público de la educación no puede organizarse, ciertamente, de
manera que violente ninguna de las libertades que la norma fundamental ga-
rantiza, entre las que debe mencionarse especialmente aquella a la que se re^
Fiere el artículo 20.1, c) de la CE, es claro que los poderes públicos y, en el caso
concreto, las Universidades, en uso de la autonomía que se les recono ĉe, pue-
den organizar la prestación de ese servicio y, en particular, el modo de contro
lar el aprovechamiento de los estudiantes, de la forma que juzguen más ade-
cuadan (Sentencia 217 / 1992).

En esta Sentencia, el Tribunal Constitucional ha dado un paso importante ha-
cia una delimitación del contenido de la libertad de cátedra que permita superar
la concepción tradicional, maximalista, de este derecho. Declaró así el Alto Tribu-
nal, que forma parte de la competencia del centro universitario para disciplinar
la docencia y que, en consecuencia, no vulnera el derecho a la libertad de cáte-
dra, la atribución al Departamento de la fijación del temario sobre ei que han de
versar los exámenes, lo que equivale a reconocer a este órgano universitario la
facultad de fijar un programa general de la asignatura, pues es claro, aunque no
se reconozca así en la Sentencia, que el temario a exigir en el examen condicio
na el desarrollo de la enseñanza que se imparte a los alumnos, tal y como está
configurada la enseñanza en la Universidad española, en la que compete al pro
fesor la función tanto de enseñar como de examinar a sus alumnos, y el deber
de explicar, en principio, las lecciones que vayan a ser c xigidas.

(26) Voz alnsegnamento (libertá dih^ en h:^iiidoprdin drl Uiri^h,, tomu XX1. Mil.in, F.d.
Giutl^ré, 1971, l,, ?2.5.

(27) /.ns libeilndes en la en^erta^tza. Madricl, Ed. Trcnus, 19ri^, ^^. 291J.
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En el pronunciamiento del Tribunal Constitucional subyace, en realidad, la
idea de que la fijación por el Departamento del temario a exigir en los exáme•
nes, configurado como un programa general de los contenidos de la disciplina,
como un programa marco que permita imponer una mínima uniformidad,
evitando omisiones o repeticiones en el desarrollo temático de las diversas
asignaturas, no vulnera la libertad de cátedra de los profesores y resulta, en
cambio, esencial para que este órgano universitario pueda ejercer su función
básica de «Organizar y programar la docencia de cada curso académico
desarrollando las enseñanzas propias de su área de conocimiento respectiva»
(así lo establece el artículo 2, a} del RD 2960/ 1984, de 12 de diciembre, sobre
Departamentos universitarios y lo reiteran por lo general, con igual o similar
redacción, los Estatutos de las Universidades. Se trata, en definitiva, de estable•
cer unas directrices o líneas básicas sobre los contenidos de las disciplinas,
unos «mínimo^ a enseñar», sin coartar por ello el derecho del profesor a emi•
tir libremente el contenido de su asignatura. Un programa que predeterminase
por su grado de detalle la orientación que ha de darse a sus contenidos, o, lo
que es igual, cuyos enunciados coincidiesen con ias páginas de una obra con•
creta, sí supondría una vulneración de la libertad de c.átedra de los profesores
y podría, incluso, calificarse como una forma de censura previa del ejercicio
del derecho de las que expresamente prohibe, en relación a todas las liberta-
des de manifestación del pensamiento, el artículo 20.2 CE (28).

La fijación por el Departamento del programa de la asignatura concebido
como una relación objetiva de los temas a tratar, contribuye además, por otro
lado, a garantizar la lióertad de estudio del alumno, que la LRU (art. 2,1) y el Tribu•
nal Coristitucional (Sentencia 26/ 1987, de 27 de febrero) reconocen como una
de las manifestaciones del principio de libertad académica en el ámbito univer•
sitario y que supone ei reconocimiento del derecho del estudiante -equipa-
rable a la libertad de cátedra como expresamente afirman los Estatutos de al^
guna Universidad-, a su autonomía intelectual y libertad de, expresión. Este de•
recho comporta que el alumno, dentro del programa de la asignatura, es libre
para orientar ideológicamente su estudio y adherirse a teorías alternativas a las
expuestas por el profesor, sin que ello se valore negativamente en la ca{ifiica•
ción de su rendimíento académico (29). Como contraria a la libertad de estudio

(28) F:I Tribunal Constitucional se ha lnonunciado rn alKuna ocasión sohrr Psta prohi

bicicín en rrlaci6n a la libertad de rxlrrrsión, y ha definic$o su alcancr en tr'rminos muy

amlrlios (v. las 5entencias 52/198^, de 17 dr junio y 19/198^i, dr 31 dr enero), 1>nr lo clue

hay c{ue entrncírr clue comprrnde todo irnprdimrnto o restricción cir forma previa al ejer

cicio del drrrcho, no sólo la censura r q srntitlu lirupio sino ta[nbién la itnposición a priori

dr eualyuirr tipo de formalidad adtninistrativa yur, rrsultando de alguna manera Kravosa,

no sea necrsFtl"Ía para garannxar rl r^erCiCio dr^ dert'chu (v.A. FF.ftNÁNDk,I-MIRANI)A, ^^Liirer^

ta<1 dr expresiún y drrrcho a la inf^rrrnacicín^^, rn Curne•r^^nrius a fat l.PVes Yolt?iras. Conslitunón

es/utiaola dr 197X, obra eoordinad'a pcrr Ó. At.7.nt;A, tomo I1, Madrid, 19A4, hp. .^i`i^i y 536.

(29) Así h^ rrc<^nocrn c•xl^rrsantrnte los Estalulos dr varias Universicíxdrs, cermo lc^s

de• la llnivrrsidad dr las Islas Balearrti (aprobados por Rral Drc'rrto lESfió/ 19R9, de 2`L cir
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ha de considerarse, por tanto, la imposición del profesor a los alumnos de sus
ideas y convicciones, bien mediante la exigencia de un único texto, excluyendo
la posibilídad de estudio por cualquier otro -que, como declaró el Tribunal Su-
premo en la Sentencia• de 10 de febrero de 1989, «coarta la amplitud de
enfoques y formación de un criterio propio por los alumnos del nivel universi-
tario»- o, bien, lo que viene a ser igual, mediante el establecimiento de un
programa que se ajuste estrechamente a sus concepciones ideológicas o a las
páginas de un libro concreto.

Los límites derivados de la función docente en la que se actúa la libertad
de cátedra abarcan, de esta forma, una organización y programación general de la
enseñanza en todos sus aspectos, tanto en cuanto a su contenido, en los términos
vistos, como, de igual manera, en lo que respecta al método y a las pruebas de
evaluación. Como declaró el Tribunal Supremo de Justicia de la Comunidad
Valenciana en la Sentencia de 2S de enero de 1990 (núm. 257), la fijación por
el Departamento universitario de unas directrices para el desempeño de las ta-
reas docentes comunes a todos los profesores que lo componen no atenta, por
sí misma, contra el derecho a la libertad de cátedra. Estas directrices, como
dice el Tribunal, «tienen sentido con vista a garantizar una razonable
homogeneidad de oportunidades para los estudiantes, de modo que no haya
disparidades arbitrarias o groseras entre los diversos grupos o clases de una
misma asignatura de un curso determinado. Ahora bien (...), su contenido nun-
ca deberá ser tal que vacíe, a su vez, el contenido de la libertad de cátedra de
cada uno de los profesores integrantes del Departamento o del área docente
que corresponda». Es preciso, en conclusión, armonízar el ejercicio de la iiber^
tad de cátedra con las competencias de organización de la docencia que a la
Universidad corresponden, en uso de la autonomía que la Constitución le
reconoce, a fin de garantizar, mediante una adecuada prestación docente, el
cumplimiento de los fines educativos que tiene encomendados.

De acuerdo con lo hasta ahora expuesto, hemos de concluir que en el ámbi-
to universitario, la libertad de cátedra tiene, por obra del componente o dimen-
sión institucional que hoy se reconoce al derecho, un alcance y un sign:f:cado muy
dŭ tintos a los de su origen histórico, siendo hoy este alcance mayor en cuanto actúa
como un principio de ordenación de la eseñanza pública superior, pero más limi
tado por lo que respecta a su componente subjetívo, que no convierte ya al
profesor en «señor omnímodo de la asignaturan, pues exige que su ejercicio,
como dice el artículo S.^ de la LODE, se oriente «a la realización de los fines
educativos» que configuran el sentido objetivo-institucional de la libertad, y para
ello es preciso el respeto de un conjunto de normas o limitaciones de la activi

diciemhre), cuyo artículo 139, ^) afirma e(ue la libertad dr e.r•nidio del alurnno rrut^onr
dentro del proRramn de ta asiKnatura ln posióilidad de esludtar ^ron^t^ nllrrn«!innr^. F.n e•I mismo

sentido purclen citarse tarnbién los Estatutos de la Universidací de Akalá cie Hrnares

(al^^robados por Real Uecreto I2A0/ 1985, de 5 de j^lnio) y los dP la Univ^^rsidad dr Mur^

cia (aprobadps hor Real Decreto 1`IKY/ 1985, de 19 dr junio).
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dad docente dirigidas a garantizar el cumplimiento de dichos fines mediante una
adecuada organización y programación de la docencia.

IV. LA LIBERTAD DE CÁTEDRA EN LOS NIVELES INFERIORES
DE ENSEIVANZA Y EN LOS CENTROS PRIVADOS

1. Los límites que enmarcan la actividad docente en los niveles injeriores de enseñanza.•
tlibertad de cátedra o dúcrecionalidad técnica1

En los niveles de enseñanza no universitaria, tanto pública como privada, el
profesor tiene que . atenerse a unas directrices muy precisas que enmarcan su
actividad docente. La enseñanza en estos niveles no está orientada, como en la
Universidad, a la creación y transmisión de la ciencia, sino yue reviste un
carácter fundamentalmente expositivo y didáctico, yue no precisa de un marco
tan amplio de libertad intelectual. Más relevante resulta en estos niveles educa-
tivos la garantía de un nivel adecuado y uniforme de conocimientos, para lo
cual las Administraciones educativas establecen, a partir de las enseñanzas
mínimas fijadas por el Gobierno para cada una de las etapas educativas, el
currículo o conjunto de objetivos, contenidos, métodos pedagógicos y criterios
de evaluación que regulan la práctica docente. A su vez, corresponde a los cen-
tros de enseñanza, a través de sus órganos de coordinación docente, concretar,
en el marco del currículo, la programación didáctica, metodológica y los crite-
rios de evaluación de cada curso, de tal forma yue los profesores, individual-
mente considerados, tienen'una capacidad muy limitada para determinar el
contenido o el enfoyue yue van a dar a su asignatura o los métodos a emplear
en su desarrollo. Por ello, como ha declarado el Tribunal Constitucional en la
Sentencia 5/ 1981 de 13 de febrero, el contenido positivo de la libertad de cáte-
dra, en su aspecto de determinación de la actividad docente, tiene un alcance
más reducido en este ámbito que en el nivel universitario, pudiéndose afimar
yue este derecho se configura en realidad corno una discrecionalidad técnica,
eyuivalente a la de cualyuier otro profesional yue ejerza una tarea yue le haya
sido encomendada en razón de su preparación cualificada en una determinada
ciencia o arte.

2. /,ímites derivadns de lns valores a los que ha de seruir la educación y el principio

de neulralidad ideológica

Conviene tener en cuenta yue no sólo el cauce en el yue sr desarrolla la

librrtad dr eátedra es más estrecho en estos niveles de docencia, sino yue el
propio núcleo esencial del derecho, su componente ideológico, se ve tarnbién

limitado de t^nna importante. Así lo exigr la armonización del ejercicio de la
libertad de cáirdra con otros bienes y derechos constitucionalmentr protegidos,

como son los valores a cuya realización ha de servir la educación de conformi-

dad con el artículo 27.2 de la Constitución. La formación de los alumnos aen el

respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y liberta
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des fundamentales» obliga a los profesores a imprimir una determinada oréentaciór:
ideológica a su actividad docente, necesaria para formar a los alumnos en esos valo-
res básicos, éticos y políticos, que la Constitución consagra. Esta vinculación positi-
va a la Constitución constituye un límite a la libertad de cátedra de los profeso-
res de la enseñanza ño universitaria que se superpone a otros que inciden
también en su ejercicio, como son el principio de neutralidad ideológica de la
enseñanza pública, que proscribe el adoctrinamiento ideológico de los alumnos,
y el respeto al ideario de los centros con carácter propio.

El principio de neutralidad tiene su origen en el siglo xlx en Francia, en el
plano religioso, como principio de laicismo que implicaba el cese de toda influen•
cia religiosa en el servicio público de la enseñanza, pero hoy se entiende en un
sentido más tolerante y más amplio, como igual respeto de todas las creencias
y proscripción de cualquier forma de adoctrinamiento ideológico. En nuestro
país, el Tribunal Constitucional reconoció la vigencia de este principio en la
Sentencia 5/ 1981, declarando que «En un sitema jurídico basado en el pluralis
mo, la libertad ideológica y religiosa de los individuos y la aconfesionalidad del
Estado, todas las instituciones públicas y muy especialmente los centros docen
tes, han de ser (.. J ideológicaniente neutrales», neutralidad due, en los niveles
inferiores de enseñanza «es una característica necesaría de cada uno de los
puestos docentes integrados en el centro, y no el hipotético resultado de la ca^
sual coincidencia en el mismo y frente a los mismos alumnos, de profesores de
distinta orientación ideológica cuyas enseñanzas se neutralicen recíprocamen
te» como ocurre en la Universidad, donde el temor al condicionamiento de los
espíritus desaparece al dirigirse la enseñanza a alumnos que ya han desarrolla-
do su sentido crítico.

El respeto al principio de neutralidad de la enseñanza pública no universi-
taria impone a los docentes, dice el Tribunal Constitucional, «una obligación de
renuncia a cualquier forma de adoctrinamiento ideológico, yue es la única acti
tud compatible con el respeto a la libertad de las famílías que, por decisión libre
o forzadas por las circunstancias, no han elegido para sus hijos centros docentes
con una orientación ideológica determinada y explícita». Para definir la trascen
dencia en la práctica docente de esta actitud de renuncia de codo adoctrinamien-
to ideológico, siguen valiendo hoy las palabras con las que el ministro de
Instrucción francés Jules Ferry explicaba a!os maestros, en 1883, cómo habia de
respetarse el principio de laicismo:

aEl maestro deberá evitar como una mala acción todo ayurllo yur, rn su

lenguaje o en su actitud, vulnere las creencias religiosas dr los niños encomen

dados a su cuídado, todo ayuello yue lleve la confusión a su rspíritu, todo aqur

Ilo yue traduzca una falta de respeto o de reserva por su partr hacia cualyuirr

opinión^^ (Circular de 17 de noviembre de 18831.

El principio de neutralidad de la ensetianza así concebido es, claro está, un
ideal imposible de alcanzar plenamente. Resulta utópico pretender preservar a la
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escuela de las tendencias ideológicas que rigen en la sociedad, y el propio siste-
ma educativo no es absolutamente «neutral», en cuanto ha de estar orientado,
por imperativo constitucional, a la difusión de los valores básicos, éticos y políti-
cos, de la convivencia democrática. La neutralidad de la enseñanza es además un
valor que, por su carga ideológica, está expuesto a fuertes enfrentamientos y po-
lémicas, como los que están teniendo lugar en Francia a propósito de la utiliza-
ción en las aulas del velo islámico por parte de alumnas musulmanas, y los que
en nuestro país ha provocado la configuración de la religión como asignatura de
carácter voluntario para los alumnos.

El principio de neutralidad tiene, en todo caso, una importante virtualidad
limitante de la libertad de cátedra del profesor, al imponerle, como se ha dicho,
una actitud de renuncia a toda forma de adoctrinamiento ideológico, de tal
forma que, como dice el Tribunal Constitucional, «no puede orientar ideológica-
mente su enseñanza con entera libertad de la manera que juzgue más conforme
con sus convicciones».

Esta incidencia del principio de neutralidad ideológica en la enseñanza es,
hay que precisar, mayor cuanto rnenor sea el nivel educativo. Los alumnos de
la enseñanza secundaria y, en especial, los de Bachillerato, tienen ya una cierta
capacidad crítica que admite una mayor libertad del profesor para la exposi-
ción razonada de sus ideas o creencias. En la enseñanza pública no universita-
ria se produce, por tanto, una disminución «en alguna medida gradual», como
dice el Tribunal Constitucional, del contenido positivo de la libertad de cátedra,
de su caracterización, diríamos, como .libertad de expresión docente, hasta lle•
gar a configurarse de un modo prevalentemente negativo, como el derecho al
respeto a la libertad de conciencia, a la resistencia a cualquier doctrina oficial
impuesta.

Los profesores de la enseñanza no universitaria sólo podrán, por consiguien-
te, desarrollar libremente una enseñanza acorde con sus ideas en los centros
privados que permitan o promuevan la libre confrontación de ideologías, o en
aquellos dotados de ideario cuando éste se ajuste a sus convicciones. EI carácter
propio del centro privado posibilita, en este sentido, el pleno ejercicio de la liber•
tad de cátedra a los profesores afines al ideario, pero constituye, en cambio, un
límite importante al derecho del profesor, semejante a) 9ue impone el principio
de neutralidad de la enseñanza pública, cuando existe o sobreviene la discrepan
cia ideológica.

8. Libertad de cátedra y libre creación de centros con carácler propio

El derecho a la libre creación de centros que consagra el artículo 27.6 de la
Constitución otorga a los titulares de los centros privados, como ha declarado el
Tribuna1 Constitucional, el derecho a dotar a su organización de un ideario 0
carácter propio, en el que se manifiesta y singulariza la particular orientación
ideológica que el centro imprime a la enseñanza. La adhesión de los profesores
al ideario del centro resulta ineludible para que el proyecto educativo en el que
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se concreta pueda realizarse, por lo que será un elemento al que los titulares del
centro darán importancia a la hora de reclutar el personal. Los centros privados
no concertados gozan para ello, como reconoce la LODE, de autonomía para
«seleccionar su profesorado de acuerdo con la titulación exigida por la legisla•
ción vigente» (art. 25).

Sin embargo, en ocasiones, pueden surgir discrepancias ideológicas, propi-
ciadas hoy por la creciente laicización de la sociedad, que hace que los centros
no tengan siempre la posibilidad de contratar profesores que se adhieran a los
valores que constituyen su razón de ser. Tales discrepancias habrán de resol-
verse de tal forma que se armonicen la libertad de enseñanza del titular del
centro (y, por consiguiente, de los padres que lo han elegido por su ideario), y
la libertad del profesor en el ejercicio de su función. La conciliación de ambas
libertades impone al profesor, cuando .sobreviene el disenso, una actitud de
respeto y de no ataque a dicho ideario. El Tribunal Constitucional ha dec}ara•
do, en este sentido, que si bien «la existencia de un ideario, conocida por el
profesor al incorporarse libremente al centro o libremente aceptada cuando el
centro se dota de tal ideario después de esa incorporación no le obliga, como
es evidente, ni a transformar su enseñanza en propaganda o adoctrinamiento,
ni a subordinar a ese ideario las exigencias que el rigor científico impone a su
labor», su libertad «ha de ser compatible con la libertad del centro, del que
forma parte el ideariou, por lo que no le faculta «para dirigir ataques abiertos
o so}apados contra ese ideario, sino sólo para desarrollar su actividad en los
términos que juzgue más adecuados y que, con arreglo a un criterio serio y
objetivo no resulten contrarios a aquél» (Sentencia 5/ 1981).

La aplicación de este principio de conciliación no resulta fácil cuando se trata
de afrontar la complejidad de las situaciones concretas. Por ello, el Tribunal
Constitucional no ha establecido unas reglas o hipótesis concretas de previsión
de casos futuros, sino que, una vez fijados cuáles son los intereses en juego y los
criterios que deben presidir la resolución de los conflictos, ha remitido la solu•
ción de las situaciones de disenso entre profesores y centros escolares a la juris-
dicción competente, en función de las circunstancias fácticas concurrentes. EI
conflicto de intereses entre el profesor y el titular del centro privado lo resolve•
rá, de esta forma, la Jurisdicción Social conforme a las reglas del Derecho labo•
ral, tratándose de determinar en qué medida esa disconformidad entre la ideolo-
gía del docente y el ideario del centro incide en la relación laboral, y quedando
siempre abierta, en último término, la vía de arnparo ante el Tribunal Constitu•
cional, en cuanto la solución arbitrada por los tribunales se considere lesiva dr.
un derecho fundamental.

El análisis de los conflictos laborales por motivos ideológicos que pueden
suscitarse en los centros privados dotados de carácter propio puede reconducirse
a la problemática más general de las denominadas empresas ideológicas o«de
tendencia» -según la expresión germánica, Tendenzbetriebe-, esto es, de aquellas
organizaciones privadas cuyo objeto es la defensa y promoción de una concreta
opción ideológica (partidos políticos, sindicatos, confesiones religiosas, empresas
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periadísticas...). La actividad de estas empresas sirve de soporte al ejercicio de
una libertad ideológica, tanto en su vertiente colectiva -en cuanto la organiza-
ción representa la «expresión institucionab^ de una determinada ideología u op-
ción política- como en sus manifestaciones individuales, de los trabajadores yue
desempeñan las tareas vinculadas a la expresión ideológica, por lo que cuando
sobreviene el disenso se hace precíso conciliar ambas vertíentes de la libertad
mediante su limitación reciproca.

La necesidad de armonizar el eje'rcicio de ambos derechos impone al traba•
jador, cuando sobreviene el disenso, un deber de respeto o de reserva en rela•
ción a la línea ideológica de la empresa yue limita su libertad de manifestacián
del pensamiento, lo yue en el plano concreto de las relaciones laborales tiene
como consecuencia una aplicación más flexible de los preceptos de la legisla-
ción laboral yu^ proscriben la discriminación ideológica. Podemos citar aquí,
en este sentido, el caso del despido por motivos ideológicos -sin duda el
supuesto más claro y frecuente de conflicto entre la manifestación individual y
colectiva de la libertad due canaliza la empresa de tendencia-, que puede en
estas empresas hallarse justificado y no reputarse en consecuencia discrimina-
tario ( lo yue conllevaría su calificación como nulo con el efecto de la inmedia-
ta readmisión del trabajador: artículo 55 del Estatuto de los Trabajadores y ar-
tículos 108 y 11^ de la Ley de Procedimiento Laboral). Así lo ha declarado el
Tribunal Constitucionaí en relación precisarnente de los centros de enseñanza
dotados de carácter propio, en la Sentencia 47/198^i, de 27 de marzo, en la
yue conoció de un recurso de amparo interpursto por una profesora yue ha-
bía sido despedida dr un colegio privado, por razón, como señalaba la carta de
despido, de su «cíisconformidací con las normas de la Dirección del Centro,
creando con ello fí-icciones yue deterioran los criterios yue presiden la ensr
ñanza dr esta lnstitución», y«por desarrollar su actividad profesional en forma
yue no sr ajusta al ideario yue rigc: en nuestro Centron. Aunyue el Tribunal
Constitucional desestimó el recurso, por considerar no probados estos hechos
imputados por el titular del centro a la demandante, reconocicí con carácter
genrral que el despido por motivos ideológicos en un centro docente dotado
de carácter propio purde ser considerado lícito, siempre que exista «no sólo
disconfirrmidad, sino fricciones, contra los criterios del Cenu-or>, y<lue tales
fricciones sean probadas por duien las alega, esto es, por el empleador.

Es interesante desiacar yue el recurso <:íue dio lugar a esta Sentenria -el has
ta ahora rínico rrcurso de amparo del yue ha conocido ei Tribunal Constitucio

nal por el despido de un profesor de un centro privado, fundado en su discon

iórrnidad con el ideari<r fue planteado y resuelto basándose en la vulneración

no de la libertad dr eátecíra sino de la lilbertad ideológica yue consagra el artícu

l0 16.1 CE. Esto es muy significativo dr algo yue hemos deducido de nuestro
análisis: en los centros privados dotados de caráctrr propro, y por obra de la

virtualidad limitante del ideario, la libertad de cátedra de los profesores se confi

gura -de modo semejante a la de los docentes cíe la enseñanza pública-,. más

como un derechn al res^ieto de la liberlad ideolágica y religiosa del docenle qur como

una maniiéstación de la libertad de expresión, cuyo rjercicio implica nrcesaria
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mente una actitud positiva de difusión de ideas y opiniones. La libertad de cáte-
dra del profesor del centro confesional, como la del docente de la enseñanza
pública no universitaria, tiene, en cambio, un carácter prevalentemente negativo,
estando ambos facultados para «resistir cualquier mandato de dar a su enseñan•
za una orientación ideológica determinada», pero debiendo ambos respetar, a su
vez, el ideario propio del centro, en el primer c.tso, o el principio de neutralidad
de la enseñanza, en el segundo (30).

4. La incidencia del régimen de conciertos en la libertad de e^aseñanza del titular
del centro y sus eJectos en la libertad dt cátedra

Los centros privados que se adhieren al régimen de conciertos, de inspira-
ción francesa, establecido por la LODE, participan, como dice esta Ley, en la
«present^ción del servicio público de la educación», recibiendo, por un lado,
unas subvenciones dirigidas a asegurar que «la enseñanza se imparte en condi-
ciones de gratuidad» (art. 49.3) y que cubren íntegramente los gastos de funcio•
namiento del centro y quedando sometidos, por otro, a una serie de obligacio-
nes -relativas a la admisión de los alumnos, a su organización y a la participa-
ción de la comunidad educativa en la gestión y control del centro-, que acercan
su régimen jurídico al de los centros públicos. Señala en este sentido Parada (91),
que la enseñanza privada concertada constituye el más claro exponente del pro-
ceso de «pseudopublificación o publificación encubierta» a que quedan sometidas
algunas actividades privadas que concurren con el Estado en la prestación de un
servicio público social.

Esta «publificación» a que se ven sometidos los centros concertados, incide
de forma importante en la libertad de enseñanza de su titular y, por consiguien-
te, en la libertad de cátedra de los profesores, que es, como se ha visto, comple-
mentaria por esencia y eventualmente contradictoria con aquélla. El derecho del
titular a definir el carácter propio del centro se ve limitado en los centros con-
certados, en primer lugar, Por el «pleno respeto a la libertad de conciencia» que
impone en ellos la LODE y que supone algo más que el respeto a la libertad de
conciencia y a las convicciones religiosas y morales de los alumnos que la Ley
reconoce como un derecho de éstos en todos los centros docentes, y que en los

('SO) Es por ello más coherentq a nuestro entender, !a doctrina del Consep Constitu
cional francés, yue garantiza a los maestros de centros con carácter propio la libertad de
conciencia consagrada por el artículo 10 de la Declaración de Derechos del Hombre y del
Ciudadano (Decisión de 29 de noviembre de 1977), mientras yue a los profesores de la
enseñanza pública universitaria les reconoce el derecho a la «libertad de expresión y la io-
dependencian, derivado del derecho a la libertad de comunicación de las ideas y opiniones
del artículo 11 de dicha Declaración (Decisión de 20 de enero de 1984 sobre la Ley de
enserianza superior).

(9U Derecho Adminútrativo, tomo I(Parte peneral), 6.• edición. Madrid, Ed. Marcial Pons,
p. 450.

124



centros privados no concertados se cumple con la educación conforme con el
ideario, dada la opción libre por la misma que los padres, en nombre de sus
hijos, han realizado al elegir el centro.

En los centros concertados, el respeto a la libertad de conciencia parece con-
Ilevar, en cambio, una cierta proscripción del adoctrinamiento ideológico ^omo
lo muestra la imposición legal de la voluntariedad en el ejercicio de las prácticas
confesionales-, lo que se corresponde con el reconocimiento de un derecho de
acceso de los alumnos a estos centros en condiciones de igualdad y al margen
de toda apreciación ideológica. La libertad de enseñanza del titular del centro
privado concertado se ve reducida, además, por las restricciones al ejercicio de
su derecho a la dirección del centro que resultan de las importantes facultades
de intervención atribuidas por la LODE al Consejo Escolar en el control y ges•
tión del centro. El titular del centro no puede, por ejemplo, cesar a un director
que adopte decisiones que menoscaben el ideario del mismo sin la aquiescencia
del Consejo Escolar, y nada garantiza -cuando el titular del centro tiene vedado
tener en cuenta, a la hora de seleccionar a los alumnos, su afinidad ideológica
con el ideario y no puede tampoco contratar libremente a sus profesores- que el
Consejo Escolar, constituido en su mayor parte por representantes de éstos y de
aquéllos, sintonice plenamente con el carácter propio del centro y se preocupe
por promoverlo.

Estas limitaciones y menores garantías de la libertad de enseñanza del titu-
lar en los centros concertados inciden en la libertad de cátedra de los profeso-
res, restringiendo su ejercicio a los docentes afines al ideario --que, ante la
necesidad de respetar las distintas concepciones ideológicas de padres y alum•
nos, no podrán difundirlo en su enseñanza como lo harían en un centro priva-
do no concertado-, y reforzando, en cambio, el derecho de los profesores que
disientan del carácter propio del centro. La LODE califica la lesión de la liber-
tad de cátedra, cuando sea declarada por la jurisdicción competente, como una
causa de incumplimiebto del concierto que dará lugar a la rescisión del mismo
si es considerado grave, y establece, además, una scrie de obligaciones deriva-
das del concierto que modulan la aplicación de la legislación laboral a la rela-
ción que une al titular del centro con el profesor, restringiendo la discreciona-
lidad del titular en beneficio de la independencia y estabilidad de los profeso•
res y, por ende, de su libertad de cátedra. Así se aprecia en el caso del despido
de un profesor que disiente del ideario, pues aunque el despido causalmente
ideológico será lícito, al igual que en el centro concertado, cuando se cumplan
las condiciones fijadas por el Tribunal Constitucional en la Sentencia 47/ 1985,
el titular deberá agotar unas instancias conciliadoras previas para proceder al
mismo, y estará obligado a readmitir al profesor cuando el despido sea decla-
rado improcedente, lo que constituye una excepción al ordenamiento laboral
-que concede al empresario la posibilidad de opción entre la readmisión del
trabajador o el abono de una indemnización- que tiene su justificación, según
el Tribunal Constitucional (Sentencia 77/1985, de 27 de junio), en la garantía
de libertad de cátedra.
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El contenido de la libertad de cátedra de los profesores de los centros
dotados de carácter propio se ve modulado, de esta forma, por la adscripción
del centro a un régimen de conciertos que «asimila» al centro privado concer-
tado a los públicos en la prestación de una enseñanza básica gratuita, abierta a
todos y, en gran medida por ello, ideológicamente neutral.

5. La libertad de cátedra en las Universidades privadas con carácter propio

Otro ámbito de la enseñanza privada en el que el derecho a la libertad de
cátedra asume unos contornos especiales es, por último, el de las Universida-
des privadas. Actualmente se están constituyendo varios centros de enseñanza
superior de titularidad privada y algunos de ellos, como la Universidad «San
Pablo-CEU», tienen una orientación confesionaL Esto plantea la duda sobre el
alcance de la libertad de cátedra en las Universidades privadas: ĉpodrá verse
limitado este derecho, del mismo modo que en los niveles inferiores de
enseñanza, por el carácter propio del centro? La respuesta, a nuestro juicio es
negativa. Aunque las Universícíades privadas podrán dotarse de un ideario 0
carácter propio, la incidencia del mismo en la actividad de los profesores será
mucho menor que en los demás niveles educativos por las propias exigencias
de la enseñanza universitaria que, por su carácter científico e indisoluble vincu
lación a la investigación, requiere para el cumplimiento de sus fines el recono
cimiento de un amplio marco de libertad intelectual a los docentes, libertad
que halla su contrapunto en la madurez y sentido crítico dr los alumnos yue
ven reconocida, a su vez, la libertad de estudio.

Así lo reconoce nuestro ordenamiento jurídico, al establecer como uno de los
reyuisitos que han de cumplir las Universidades privadas el que sus normas de
organización «respeten y garant.ícen, de forma plena y etéctiva, el principio de li
bertad académica que se manifiesta en las libertades de cátecíra, dr investigacicín
y de estudiou (art. 11 cíel Real Decreto .5.57 / 1991, de 12 de abril, «sobre Creación
y rec:onocimiento de Universidades y Centros universitariosn). Esta amplla liber-
tad académica que caracteriza a la enseñanza superior no impidr, ciertamente,
que las Universidades privadas, en ejercicio del derecho reconncido por rl artícu
l0 27.6 de la Consutución, declaren su carácter propio en sus normas dr orKani
zación y funcionamiento y procuren constituirse de conformidad con el misrno.
La impregnación ideológica de la Universidad será, sin embargo, una situación
fáctica, una «armonía de espíritu» que puede resultar de su política dr eonuata
ción, de sus actividades complementarias de la enser"tanza y cíe la lnopia acepta
ción social de su filosof^a o confesionalidad, pero yue no puede suponer, como
en la enseñanza no universitaria, un límite a la libertad de cátedra dc los l^roi-c•
sores. Éstos podrán ejercer de forma «plena y efraivau su cíerecho, due tendrá,
como en las Universidades públicas, un amplio contenido positivo de librrtad de
expresicín en el ejercicio de la docencia, de lo que resulta que ni siquiera una ac-
tividad docente hostil o contraria al ideario podrá ser a<{uí, curno en los <entros
privados no universitarios, causa justa del despido, salvo que la misma carezca
de todo fundamento en la enseñanza impartida y no pueda, por consiguientc•,
entenderse amparada en el ejercícío de la libertad de cátedra.
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Lo afirmado para las Universidades privadas resulta también aplicable a
nuestro entender, a las Universidades católicas o de la Iglesia, aunque no se re•
conozca así expresamente en el régimen jurídico singular que las caracteriza. Las
denominadas Universidades de la Iglesia se constituyeron antes de la aprobación
de la Constitución como centros privados católicos de estudios universitarios y
fueron reguladas por el Convenio entre la Santa Sede y el Estado español de 10
de mayo de 1962. EI posterior Acuerdo sobre enseñanza y asuntos culturales
de 1979 derogó el Convenio de 1962, pero reconoció «los derechos adquiridos»
de las cuatro Universidades de la Iglesia existentes en el momento de la firma
del Acuerdo (Comillas, Deusto, Navarra y Salamanca), permitiéndoles optar entre
continuar regidas por el Convenio de 1962 o someterse al régimen jurídico ge^
neral de las Universidades privadas. Hasta ahora, ninguna de estas Universidades
ha optado por someterse a la normativa general, lo que suscita la cuestión de si
la libertad de cátedra habrá de respetarse también en ellas «de forma píena y
efectiva» como en el resto de la enseñanza universitaria, pues el Convenio
de 1962 nada prevé al respecto (como es lógico, dada la época de su promulga^
ción), y la normativa eclesiástica sobre Universidades católicas subordina claramen
te la libertad de cátedra al ideario del centro, exigiendo a los profesores en todo
momento, como dice el Canon 810 del Código de Derecho Canónico vigente, «la
rectitud de su doctrina e integridad de vida», y prescribiendo que «cuando falten
tales requisitos, sean removidos de su cargo, observando el procedimiento pre•
visto en los estatutosn (82).

De este Canon resulta que, además de que la Universidad debe procurar re•
clutar a profesores que sean afines a los postulados de la fe católica, éstos han
de mantener en todo momento la fidelidad a los mismos para mantenerse en
su cargo, de tal forma que cuando dejen de ser creyentes o se aparten en su
vida de los principios de la Iglesia, la Universidad podrá rescindirles el contra
to. Esta disposición resulta claramente contraria, de acuerdo con lo que hemos
expuesto, al derecho a la libertad de cátedra reconocido por el artículo 20.1, c)
de la Constitución, vulnerando no ya la libertad de expresión que configura el
contenido de este derecho en la esfera universitaria -y que resulta, como se ha
dicho, indispensablç. para cumplir con los fines de este nivel de enseñanza-,
sino el propio «contenido mínimo» del derecho aplicable en todos los niveles y
tipos de enseñanza, en virtud del cual, al profesor sólo puede imponérsele una
actitud de respeto, nunca de subordinación, al ideario del centro. Entendemos
por ello que en este punto el régimen jurídico específico de las Universidades

(S2) La Constitución Apostólica F.'x Corde F.cclesuu sobre las Universidades católicas, de

15 de aRosto de 1990, recoge este Canon a pie de página y detalla en su artículo 4 rnás

condiciones relativas al hrofesorado: calidad académica, rrspeto de la doctrina y mora! ca

tólica en la investigación y en la ensertanza, fidelidad al magisterio, respeta a la identidad y

carácter dr la Universidad, cornunión con la Iglesia universal y la Santa Sede, y aceptación
de la autoridad del ohíspo rn las responsabilidades que a este encomienda la norma 5.2

(que afirma ^{ue el obispo iiene ael derecho y et deber de vigilar para fortakcer y mante

ncr su caráctrr <:atólico»).
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privadas de la Iglesia debe adecuarse, por imperativo de la Constitución, a las
prescripciones del régimen general, de tal forma que la garantía en estos cen-
tros universitarios de la libertad de cátedra ha de ser «plena y efectiva», y sólo
cuando el profesor desarrolle una actividad manifiesta e infundadamente hostil
contra la orientación ideológica del mismo que carezca de justificación en el
desarrollo de la enseñanza, y de amparo, por tanto, en el ejercicio de la liber-
tad académica, podrá procederse a rescindir su contrato por transgresión de la
buena fe contractual (8S).

Finalizamos así este recorrido -breve y, por tanto, necesariamente simplifica-
dor-, sobre el sentido y alcance del derecho a la libertad de cátedra en nuestro
ordenamiento juridico, desde su origen histórico como libertad de la ciencia e
independencia absoluta del catedrático en su magisterio, hasta su configuración
actual como un derecho de proyección más amplia, aplicable a todos los docen-
tes cualquiera que sea el nivel y el carácter, público o privado, de la enser"tanza,
pero de contenido más reducido, en cuanto cderecho de quienes llevan a cabo
personalmente la función de enseñar a desarrollarla con libertad dentro de los
límites del puesto docente que ocupam^ (STC 217 / 1992, de 1 de diciembre). Estos
límites afectan a todos los profesores y no es ya ajeno a los mismos el catedráti-
co de Universidad, pero varían sustancialmente según el nivel y la clase de ense-
ñanza, de tal forma que hoy, bajo la denominación tradicional de eelibertad de
cátedra» se engloban, en realidad, proyecciones muy distintas de la libertad ideo^
lógica y del derecho a difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones
de los docentes en el ejercicio de su función, que apenas tienen en común, ,como

(33) Las subordinación de la libertad del profesor a la orientación ideológica de la Uni
versidad católica ha tenido, sin embargo, una clara manifestación en Italia en el conocido
y polémico acaso Cordero^^, resuelto por la Sentencia del Tribunal Constitucional de 29 de
diciembre de 1972. El profesor Franco Cordero, titular dé una cátedra en la Universidad
catótica del Sacro Cuore, había sido privado de la facultad de enseáar -no del sueldo, puesto
dur los profesores de esta Univerisidad son empleados del Estado con derecho al cargo-,
al retirarle la Sagrada Congregación para la Educación Católica, titular de la Universidad,
el nihil obstat en aplicación del artículo '38 del Concordato entre el Estado italiano y la San
ta Sede, que lo exige para los nombramientos de profesores de esta Universidad, a fin de
«asegurar que no exista impedimento alguno desde el punto dr vista moral y religiosos^.
Llamado a decidir sobre !a constitucionalidad de este precepto, el Tribunal Constitucional
declaró la legitimidad del mismo y afirmó el derecho de la Universidad de arescindir el
contrato cuando las concepciones ideológicas o religiosas del docente hayan llegado a srr
contrarias a las yue caracterizan al centrou, con lo que se sienta la doctrina de que la liber-
tá della scuola, esto es, del centro docente a conformar la ensertanza impartida a su orienta
ción ideológica, ha de prevalecer, en caso de conflicto, sobre la libertad que se qarantiza al
docente individual o libertŭ nella scuola Ambos derechos, sin embargo, están dotados, en
Italia como en Espatia, de igual garantía constitucional, por lo que, aun reconociendo la
singularidad de las circunstancias concurrentes en el caso, compartimos la crítica yue bue
na parte de la doctrina realizó de la solución arbitrada por el Tribunal Constitucional, en
cuanto la ponderación de los intereses en litigio se resuelve con el sacrificio de la libertad
del profesor.
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ha reconocido el Tribunal Constitucional, un «contenido negativo uniforme^ ► que
«habilita al docente para resistir cualquier mandato de dar a su enseñanza una
orientación ideológica decerminada» (Sentencia 5/ 1981).

1 Z^l




